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)Dciliane con el de independencia de los 6rpnos judiciales y que
" instituci6n que reaIiza el principio de i¡ualdad, a través de la

uniformidad en la aplicaci6n del Derecho es la jurisprudencia,
encomendada a6rpnos jurisdiccionales de sueerior ranao. No
es~ues,vinculado el Tribunal Supremo áI Tnbunal Central de
Tra '0, ni a sus precedentes, estando el último, por lo demás,
subo' o -jurisdiccionalmente- al primero, el cnal tiene enco­
mendada la formaci6n de la jurisprudencia, confonne al art. 1.6
del Códiso Civil.

Debe, pues, este Tribunal limitars.: a la resoluci6n del recurso
con refenmcia s las Sentencias dietadas en contraste por el Tribunal
Supremo y a determinar si se dan los supuestos de la vulneraci6n
constitucional que se alega.

6. Por lo expuesto, y examinadas las resoluciones judiciales
contrastadas, hay que llegar a la conclusi6n negativa respecto de lo
interesado y propuesto por el recurrente, es decir, que no se da en
el caso la vulneraci6n constitucional que se denuncia.

Se da, si, en el supuesto, la concurrencia de uno de los
elementos que ha de constituir la base de la comparaci6n para el
juicio de i¡ualdad, tal la semejanza de los hechos que fueron
soporte de l8s Sentencias citadas. En ellas se trataba de trabajadores
que, tras procesos de ILT e invalidez provisional, son objeto de
expedientes de invaIidez permanente denegándose ésta por las
resoluciones de los 6rpnos administrativos competentes, las cuaJes
acn objeto de impugnaci6n en vla judicial y, pendiente esta
impugnación o resuelta, sin éxito, se insta la remcorporaci6n a la
Empresa. La distinta soluci6n judicial, en cambi0;J'~~~:nedel
entendimiento distinto del Cllfáeter de la resoluci6n .. trativa
(de la Comisi6n de Evaluaci6n y Direcci6n Provincial de la
Seguridad Social) y de su eficacia para determinar el dies a qua del
plazo de un mes de que dispone el trabl\iador para solicitar de su
Empresa la readmisi6n tras la «resoluci6n finne» de su declaraci6n
de aptitud para el trabl\io (Orden de 20 de mayo de 1952). En
cuanto aquella resoluci6n administrativa puede ser recurrida jurio­
diccionll1mente, la Se!>t"!!~ anterior del TS interPreta que la
resolucl6n finne es la Judicial que resuelve el recurso, debiéndose,
pues, esperar a ésta para computar el plazo.

Frente a ello, la Sentencia impugnada de 16 de mayo de 1986
considera que la oresoluci6n finn.,. es la administrativa, por lo que
la suspensi6n del contrato de trabl\io y del derecho a la remcorpora­
ci6n no se mantienen durante la tramitaci6n del proceso judicial
seguido en impu¡naci6n de la resoluci6n administrativa. A tal
efecto razona y justifica su deciai6n con los llJIU11lentos oportunos,
ya reproducidos literalmente en el último párrafo del fundamento
cuarto de esta Sentencia

, 7730 SaJa SqwuiQ. &cuno di Q11I{J/JTO ""mm> 17JI1986.
Sentencia númm> 12111987, U 13 di julio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Ileaué Cantón, Presidenta, Y$i!0nel Latorre Segura,
don Fernando Oan:fa-Mon y GoDZ4lez- don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y n Luis López Guerra,
Ma¡istrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 171186, promovido por el
Procurador de los Tribunales don Vlctor Requejo Calvo en nombre
y representación de la Mutualidad Benéfica de Auxiliares de la
Adoiinistraci6n de Justicia, bl\iO la direoci6n del. Letrado don
Franciaco Bennejo y Bennejo, contra el Auto de la Sala de 10
Contencioso-AclmimstrativQ de la Audiencia Nacional de 13 de
septiembre de 1983, recaldo en incidente de ejecuci6n de la
Sentencia dictada por la propia Sala el \O de abril de 1982; y
asimismo, contra el Auto de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo
de 16 de julio de 1985, que dec1aró inadmisible la apelaci6n contra
el Auto primeramente CItado; contra el Auto de la aludida Sala de
la Audiencia Nacional de 23 de enero de 1985 Ycontra el Auto de
la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 28 de enero de 1986, que
declaró inadmjsible la apelación contra el determinado en el punto
anterior.

Han comparecido el Ministerio FiscsI, el Letrado del Estado y
don Isidro de Arceneaui y Carmona, ~tado por el Procura­
dor don Francisco Sinclíez Sanz, 'J asistido por el Letrado don
Fernando Garrido Falla, y ha sido Ponente el Ma¡istrado don Luis
López Guerra, quien expresa el parecer del tribunal.

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito presentado en el Juzpdo de Guardia de esta
capital el die 14 de ftbrero de 1986, con destino a este Tribunal

No se da, por ",nto, el otro elemento al que aludiamos en el
fundamento tercero J'lU'8 entender vulnerado el principio de
i¡ualdad en la aplicaCl6n de la Ley, es decir, que no se ofrezca en
la Sentencia modificativa la fundamentaci6n adecusda y justifica­
tiva del cambio decisorio, que excluya tanto la arbitrariedad como
la inadvertencia en el6rpno declsor. La ausencia de ese requisito
viene dada, en efecto, por la interpretaci6n que el Tribunal ha
hecho respecto de la normativa en cuestión, que es, por supuesto,
de si¡no diverso -contrario- a la anterior, pero Que en si constituye
un atributo propio de la jurisdicci6n, dificilmente calificable de
irreflexivo o arbitrario en el caso, ya que es llanamente reconocible
como solución genérica e indicativa de un cambio de criterio.
Cierto que la explicaci6n de ese cambio no aparece explicita, pero
no siempre ello es exigible, como ya se dijo en las SSTC 63 y
64/1984, de 31 de mayo, y 49/1985, de 28 de marzo, pues lo
importante es el cambio en si, DO su exteriorizació~ Y. por otro
lado, es aquí perceptible, se¡ún resulta de los propios fundamentos
de la SentencIa en cuesti6n, que la modifiClClón no es inadvertida
ni arbitraria. Esto es suficiente, desde la perspectiva constitucional.
para entender y declarar que el derecho en cuesti6n no ha sido
vulnerado, según la doctrina expuesta en los fundamentos que
preceden. Y, por otra parte, y por lo demás, no corresponde a este
Tribunal valorar la interpretae1ón que en uso de su soberanía hace
el ó~o íudicial. ni su mayor o menor corrección en cuanto a la
deciSión final, ya que es la jurisprudencia ordinaria a Quien
compete la tarea de orientar la interpretación J aplicación uniforme
del ordenamiento jurídico.

En su virtud, el recurso debe ser rechazado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo solicitado por don Dionisio
Jiménez Jabalera.

Publlquese en el «Iloletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a diez de julio de mil novecientos ochenta y
siete.-<Jloria Begué Cantón.-An8el Latorre Seaura.-Fernando Gar­
cia-Mon y González-Resueral.-Carlos de la \'ega Benayas.-Jesús
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Finnados y rubricados.

Constitucional, el Procurador de los Tribunales don Vlctor
Requejo Calvo interpone recurso de amparo, en nombre de la
Mutualidad Benéfica de Auxiliares de la Administración de Justi­
cia, contra el Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional de 13 de septiembre de 1983, recaído en
incidente de ejecución de la SentenCIO dietada por la propia Sala el
\O de abril de 1982; y asimismo, contra el Auto de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1985, que declaró
inadmisible la apelaci6n contra el Auto "",,,cremente citado;
contra el Auto de la aludida Sala de la Audiencia Nacional de 23
de enero de 1985, que, según dice, reproduce el ya es¡¡ecjficado de
13 de septiembre de 1983', y contra el Auto de la Sala Quinta del
Tribunal Supremo de 28 de enero de 1986, que decIar6 inadmisible
la apelación contra el determinado en el P."'!to anterior.

Suplica la recurrente se declare la nulidad de lo actuado en la
Secci6n Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional y en la Cuarta Y Quinta de i¡uaI orden del
Tribunal Supremo, y en su lupr se dicte decisi6n m6s adecuada a
derecho, con aceptación del 1mP.""0 que se solicita. Por otros! se
promueve incidente de sus~ns16n de ejecuci6n de las decisiones
Judiciales impugnadas sin 8fianzamiento al¡uno.

2. De las alegaciones efectuadas y documentos aportados se
deduce, en sintesis, que los hechos de los que deriva la dema",da
son como sigue. Al tiempo de su jubilaci6n, el señor Arceneg¡ y
Carmona solicitó de la Mutualidad Benéfica de Auxiliares de la
Administraci6n de Justicia el reconocimiento de los derechos
pasivos que pudieran ",,!",sponderle como sociq fundad?~ de la
misma, a titulo honorano. Al serie de..,.da dicha J>Cl1C16n, el
señor Arcenegui fonnul6 recurso de reposlctón y postenonnente de
al2ada ante el Ministerio de Justicia, el cuaJ resolvi6 con fecha 8 de
junio de 1979 en sentido estimatorio, declarando el derecho. del
recurrente a percibir derechos P."sivos de la expresada Mutualidad
a partir del momento de su jubilaci6n, con plena exenci6n del pago
de cuotas.

Interpuesto recurso contencioso administrativo PO! la MutnaJi­
dad afectada, la Sala correspondiente de la AudienCIa Nacional que
conoci6 del asunto dictó Sentencia ellO de abril de 1982
declarando ajustada a derecho la resolución adoptada por el
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Ministerio de Justicia. La apelación que se intentó fue inadmitida
por providencia de 2 de septiembre de 1982 por referirse el proceso
a una cuestión de personal.

La Junta General de la Mutualidad, en acatamiento de fallo
judicial, fijó, onn fecha 11 de diciembre de 1982, al señor Arcenegui
una penSIón de jubilación de 300 pesetas mensuales, más los
deven.os correspondientes desde que alcanzó aquella situación
adminlstrativa.

El señor Arcen..,n, &ente al citado acuerdo de la Mutualidad,
~ó sendos esentos al Mittisterio de Justicia y a la Audiencia
NaclOnal, con fechas, respectivamente, de 9 de marzo y 18 de enero
de 1983, en que manifestaba su disconformidad onn la pensión
!Nada por la Mutualidad. Del escriID presentado en la Audiencia se
dio traslado a la Mutualidad, "'IÚn providencia de 8 de febrero.
Por posterior providencia de la Sala de 26 de mayo de 1983 se
acordó pasar las actuaciones a las partes para que en el plazo de
diez dias alegasen lo que estimaran onnveniente. La Mutualidad
evacuó el traslado por escrito de 1 de julio si¡uiente, en el que
señalaba que la Sentencia habia sido Uevada a puro y debido efecto
fijando la pensión en 300 pesetas.

La Audiencia, por Auto de 13 de septiembre de 1983, resolvió
diri¡ir «comunicación al Ministerio de Justicia requirimdole 1"'"'
que determine la pensión correspondiente al señor Arcenesw en
virtud del derecho que le fue reonnocido por la resolución
motivadora de este proceso». Este Auto fue recurrido en apelación,
resolviendo el Tribunal Supremo su j"admisión por Auto de su
Sala Cuarta de 16 de julio de 1985.

Entre tanto, y para dar cumplimiento al mandato onntenido en
el Auto de 13 de septiembre de 1983, el Ministerio de Justicia, por
resolución de 4 de enero de 1984, procedió a fijar la pensión que
debia de abonarse al señor Arcenegui por parte de la Mutualidad
(y que determinó onmo la onrrespondiente a Medion Forense) y onn
(echa 4 de mayo dio traslado a ma de tal reso1ución. La
Mutualidad, a su vez, traaladó al Ministerio que, por haber sido
recurrido en apelación ante el Tribunal Supremo el citado Auto de
13 de septiembre de 1983, no se debla nroe:eder al cumplimiento de
la resolución ministerial mencionada. Por Auto de 23 de enero de
1985 la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional, onnsiderando que el Auto de 13 de septiembre de 1983
habia sido apelado en un solo efecto, por lo que la apelación
pendiente no impedla su cumplimiento ni, por ende, el de la
resolución ministerial de 4 de enero de 1984 acordó que procedia
ejecutar lo ordenado por el Ministerio de Justicia, en la cuantía
señalada en su mencionada resolución. Frente al Auto de 23 de
enero de 1985 quedó interpuesto recurso de apelación ante la Sala
Quinta del Tribunal Supremo, la eual declaró, por Auto de 18 de
enero de 1986, indebidamente admitida la apelación.

De la documentación aportada se deduce que la Mutualidad, en
acatamiento de las resoluciones anteriormente dietadas, ha acor­
dado el pago de la pensión Iitu¡iosa en la cuantía fijada en
ejecución de Sentencia.

3. Entiende la Mutualidad que se le ha ocasionado indefen·
sión, puesto que, no obstante haber dado cumplimiento en debida
forma a la Sentencia de 10 de abril de 1982 mediante la asi¡nación
de una pensión de 300 pesetas mensuales al interesado, las
reso1uciones judiciales ahora imp"l"ad.., dictadas en ~ecuciónde
Sentencia, le onmpelen a ejecutar un fallo judicial ya Uevado a puro
y debido efecto, habi~ndose planteado en fase de ejecución unos
hechos que debieron sustitarse en la instancia admittistrativa y en
la jurisdiccional; y eUo con arreaIo a unos lineamientos nuevos
deducidos de una resolución del r.linisterio de Justicia, órpno que
no era el competente para rea1izar la tarea de fijación de la cuantía
de la pensión Iitisiosa.

4. Con fecha 12 de marzo de 1986 la Sección Cuarta de este
Tribunal acordó conceder a la Entidad recurrente y al Ministerio
Fiscal un plazo común de diez dios para que formulasen las
alegaciones que considerasen pertinentes respecto a la posible
presencia del motivo de ¡"admisión, de carácter insubsanable,
consistente en carecer la demanda manifiestamente de contenido
que justifique una decisión por parte del Tribunal Constitucional,
conforme a lo establccido en el~cu10 50.2 .b) de su Ley 0rRár;tica.

Efectuadas las correspondientes alepClones por la E"ntidad
recurrente y el Ministerio Fiscal, la SecCión dictó Auto de 28 de
mayo de 1986, por el que se acordaba admitir a trámite el recurso,
sin peljuicio de lo que resultase de los antecedentes, &si onmo
iniclM la tramitación del incidente de suspensión regulado en el arto
56 de la WTC. Igualmente, ya tenor de lo dispuesto en el art. 51
de la WTC, se acordó requerir atentamente y onn carlicter de
urgencia a la Sala de lo Contencioso-Admittistrativo de la Audien­
cia Nacional y a las Salas Cuarta y Quinta del Tribunal Supremo
para que remitieran a este Tribunal laS actuaciones o testimonio de
eUas, correspondientes, en el primer caso, al recurso 22.414, y en
el se¡undo, a los recursos de apelación núms. 86.736 y 604/85,
respecticamente, interesándose asimismo el empIazamiento de
qwenes hubieren sido parte en dichos procedimientos, para que en

el plazo de diez dios pudieran comparecer ante este Tribunal
Constitucional.

5. Por providencia de 10 de septiembre de 1986, la Sección
acordó tener por recibidas las actuaciODes requeridas, así como
escrito del Letrado del Estado personándose en el procedimiento,
}' el escrito presentado por el Procurador don Francisco Sánchez
Sanz, en nombre y representación de don Isidro de Arcenegui y
Carmon&, y, finalmente, dar vista de las actuaciones al Ministerio
Fiscal y a los Procuradores señores RequeJo Calvo y Slinchez Sanz,
a fin de que, dentro del plazo de veinte días, formulasen las
a1egaciones que estimasen pertinentes.

Con fecha 22 de septiembre de 1986 el Letrado del Estado
expone que, al limitarse el recurso de amparo a una contienda
concreta entre partes sobre los términos de ~ecución de una
Sentencia, no formu1ani alepciones, interesando, sin embar¡o, se
le notifique la Sentencia que en su momento se dicte.

6. El 30 de septiembre del mismo año presenta la "recurrente
escrito de alC$aciones, en que manifiesta que los Autos de la
Audiencia NlClonal que se onmbaten de 13 de septiembre de 1983
y de 23 de enero de 1985 se tornaron, de meras decisiones
ejecutivas de la Sentencia de 10 de abril de 1982, en declarativos
de derecho, sin posibilidad de defensa por parte de la Mutualidad,
al convertirse un derecho a pens!ón in genere en derecho a pensión
homolopda a la de M~on Forense. Concluye suplicando se
declare 1& nulidad del Auto de 13 de septiembre de 1983; la del
Auto de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 16 de julio de
198', que declaró jnadmisible el RCUf$O frente al Auto menci~

nado; la del Auto de 23 de enero de 1985 de la Audiencia Nacional
y la del Auto de la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 28 de
eucro de 1986. dccIatando inadmisible el recurso contra el Auto
anteriormenle citado, y que se tenp por ejecutada bien y fielmente
a todos los efectos la Sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de
ahri1 de 1982 mediante el acuerdo de la Junta aenera! de la
Mutualidad de 11 de diciembre del mismo año.

7. Con fecha 8 de octubre de 1986 tiene entrada en este
Tnbunal escrito de alepciones del Ministerio Fiscal, en que, tras
llevar a cabo una exposición de los hechos de que dimana el
presente recurso y de los motivos en que se fluida el amparo
solicitado, se prooede a anaIizar el fondo del mismo. Manifiesta el
Ministerio F1scal que el escrito de demanda no contiene nin¡ún
reproche especifico de los Autos del Tribunal Supremo, que se
limitaron a inadmitir los recursos interpuestos. La indefensión que
se denuncia se refiere a lo acordado en los Autos de la Audiencia
Nacional.

1.0 que hemos de )lreJUIItarnos, prosi¡ue el Ministerio Fiscal, es
si la Mutualidad recurrente ha sido objeto de una decisión judicial
sin duda pavosa sin poder lUJUIIlentar en contrario, pues en~
y no en Dlngún otro extremo pOdré consistir el a¡ravio onnstitucio­
nal 'lue aduce. La demanda sitúa la lesión en que el asunto se ha
dilUCIdado fuera del cauce adecuado, pues no se puede, razona,
resolver en ejecución de Sentencia lo que no se decidió DI
controvertió en la liIis. Pero ni el que la cuestión relativa a la
cuantía de la penSÍÓll lO haya resuelto en trámite proeesal que se
estima incorrecto, :"~etue la decisión última sobre la cuantía de
la pensión la haya el Ministerio son actuaciones que vayan
onntra el derecho a la defensa. 1.0 primero, de ser cierto lo alepc!o
por la parte seria una in'eIularidad proeesal a la que no se puede
atribuir falta de defensa forense si se a1eI6 o pudo aleprse lo que
conviniese. 1.0 se¡undo, porque si fue el Ministerio quien decidió
sobre si onncurrla el derecho a percibir pensión, es oblipdo que le
venp tanbim atribuida la facultad de determinar el qU4n1um de la
penSión, si, como aquf ocurre, son varias las mOdalidades de
mutualistas y la peDSlón que se les puede reonnocer.

1.0 cierto es en el preaeBte caso, que sobrevino un incidente en
el momento de cumnlir lo fallado, en el que se dio traslado a la
Mutualidad de todo Jo actuado y la Mutualidad pudo informar lo
que a su in_convino, como efectivamente hizo, JlC?r lo que.hubo
contradicción y oposicion u¡umentada de la Mutualidad, y SIendo
&si no puede reputarse fundada su ales.aci~n de q"!' quedó
indefensa. 1.0 que sucedió fue un verdadero mCldente en eJecuCIón,
cuyos pasos fueron: Primero, que la Mutualidad señalara una
pensión, declarado judicialmente tal derecho de 300 pesetas men­
suales' segundo la disconformidad del beneficiario con tal cuantía,
~tada ante el Ministerio y la Sala; ternero, la audiencia a las
partes, y, finalmente, el Auto de la Sala resolviendo que la pensión
tenia que señalarla el Ministerio. Este determinó la que convenio
al caso. La Mutualidad, cuando conoció tal acuerdo, pudo fC?l­
rrirlo en forma y provocar, si es que procedía, una reclamación
autónoma. No lo hizo &si, sino que pretendió su in~ecución por
estar pendiente un recurso contra el Auto de la sala. El nuevo Auto
de 23 de enero de 1985 implicitamente admitió la correción de la
cuantía señalada por el Ministerio..

En mérito a todo eUo, entiende el Ministerio Fiscal que n
prooede otolllf el amparo interesado, por no resultar vulnerado,
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.erecho a la tutela judicial, sin que pueda estimarse se haya
~rnducido la indefensión alegada.

8. Con fecha 8 de octubre de 1986, el Procurador de los
Tribunales, don Francisco Sánchez Sanz. en representación de don
Isidro de Aroenegui y Carmona presenta escrito de alegaciones.
Mantiene primeramente que concurren en la demanda diversos
motivos de inadmisibilidad. Respecto del Auto de 13 de septiembre
de 1983 de la Audiencia Nacional y del Auto de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo, de 16 de julio de 1985 que declaró la inadmisi­
bilidad del recurso interpuesto contra el primero, es claro que
concurre la causa de inadmisibilidad expresada en el art. 44.2 de la
uy Or¡ánica del Tribunal Constitucional, al haberse incumplido el
plazo para la interposición del recurso de amparo. El Auto de 16
de julio agotaba de forma definitiva los recursos ordinarios contra
una resolución judicial: Mas no fue impugnado, con lo que las
mencionadas resoluciones ganaron firmeza tanto desde el punto de
vista de la jurisdicción contencioso-administrativa como desde la
perspectiva constitucional. Por ello los Autos de 13 de septiembre
de 1983, de la Audiencia Nacional, y de 16 de julio de 1985 del
Tribunal Supremo son absolutamente inimp'ugnables. En conse·
cuencia, el recurso de amparo sólo es admislble frente al Auto de
la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 28 de enero de 1986, que
declaró la inadmisibilidad del recurso de apelación frente al Auto
de la Audiencia Nacional de 23 de enero de 1985.

Pero, además, el recurrente debe acreditar haber invocado, en el
recurso frente al último Auto mencionado, el derecbo fundamental
que ahora estima violado, y que dicha invocación tiene algún
fundamento. Por ello, el recuno debe ser declarado inadmisible, 0,
a! menos, quedar reducido al enjuiciamiento del Auto del Tribunal
Supremo de 28 de enero de 1986.

Por lo que se refiere a ~ste último, viene a declarar inadmisible
un recurso de apelación, sobre la base de lo dispuesto en el art. 93.1
de la uy de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Al venar
sobre una cuestión de personal, el procedimiento de instancia no
era suspectible de apelación, por lo que tampoco cabía tal recurso
contra los Autos dietados en cualquier fase del mismo siendo pues
a!>&olutamente correcto el Auto del Tribunal Supremo. Las a1ega­
Clones sobre el fondo del tema no pod1an rea1izarse en el momento
procesal elegido por el recurrente, pues debió continuar las actua·
Clones contra los Autos de 13 de septiembre de 1983 Y 16 de julio
de 1985, lo que no hizo. '

En cuanto al Auto de la Audiencia Nacional de 23 de enero de
1985, objeto del recurso inadmitido, resulta plenamente conforme
a! ordenamiento juridico, de conformidad con lo dispuesto en el
arto 6 del Decret<>-Iey de 4 de enero de 1977, que establece que las
apelaciones contra Autos y Sentencias se sustanciarán en un solo
!=fecto. En todo caso, hay que recordar que el hoy recurrente
mterpuso un recurso que no era procedente como es el de apelación
y obvió el auténticamente procedente, como es el de súplica. En
resumen, en modo alguno puede haber existido indefensión en este
asunto, donde utilizando recursos inadecuados se intenta obtener
una revisión por un Tribunal Superior, a quien por expresa
disposición legal le está vedado conocer del tema planteado.

l:n cuanto al fondo de la cuestión, el Auto de I! de .."tiembre
de 1983 lo que hace es cursar una comunicación al MinISteriO de
Justicia requiri~ndole para que determinase la cuantia de la
pensión correspondiente al Sr. Aroene¡¡ui. Lo que el Tribunal de
mstancia hizo fue usar las filcuItades que le conoeden el arto 103 Y
SlSU'entes de la uy Jurisdiccional para asesorar una total ejecución
de la Sentencia, encargando al Ministerio de Justicia, en razón de
las facultades de tutela que le corresponden sobre la Mutualida<!, la
fijación de una pensión con la que pudiera entenderse cumplida
debidamente la Sentencia dictada en su dis.

Por lo,f.2r'" suplica al Tribunal Constitucional declare la
inadmisib' . del recurso, o al menOS la inadmisibilidad respecto
a todas las resoluciones judiciales excepto el Auto del Tribunal
Supremo de 28 de enero de 1986; y en defecto de lo anterior,
desestime el amparo solicitado. Por otrosí se opone a la concesión
de la suspensión pedida por la recurrente.

9. Por providencia de 1 de julio de 1987 se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el ella 8 del mismo mes
Y año.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

l. La cuestión que se plantea en el presente recurso es la
relativa a determinar si en el laborioso trámite de ejecución que
trae causa de la Sentencia dictada por la Sección Segunda de la Sala
de lo Contencios<>-Administrativo de la AudienciaNacional, se ha
podido producir indefensión, al haberse acordado por Auto de la
propia Sala de 13 de septiembre de 1983 requerir al órgano que
dictó el acto impu¡nado (Ministerio de Justicia) para que determi­
nase la cuantia de la pensión, siendo así que ya la Mutualidad había
fijado una suma con la que se demostró disconforme el interesado.

Para la resoluci6n del recurso planteado, es necesario primera­
mente tener en cuenta que se dirige frente a cuatro distintas
resoluciones judiciales: El Auto de 13 de septiembre de 1983 de la
Sala de 10 Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional'
el Auto de 16 de julio de 1985 de la Sala Cuarta del Tribunai
Supremo, que declaró inadmisible el recuros de apelación inter­
puesto contra la resolución citada; el Auto de 23 de enero de 1985
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional, y, finalmente, el Auto de la Sala Ouinta del Tribunal
Supremo de 28 de enero de 1986, que declaró indebidamente
admitida la apelación contra el anterior.

Ahora bien, conviene precisar que estas cuatro resoluciones no
constituyen fases consecutivas de UD mismo procedimiento, que
culmina con una decisión final (aqul, la.-que representarla el Auto
de 28 de enero de 1986). Del examen de las alegaciones de las
partes, y de los documentos obrantes en las actuaciones, resulta
que, por el contrario, se ha de distinguir entre dos grupos de
resoluciones, relativo cada uno de ellos a objetos distintos. En
efecto, por un lado, el Auto de 13 de septiembre de 1983, de la
Audiencia Nacional, y el de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo,
de 16 de julio de 1985 versan sobre oómo ha de llevarse a cabo la
cuantificación de la pensión acordada por la Sentencia de la
Audiencia Nacional de 10 de abril de 1982; mientras que los Autos
de 23 de enero de 1985, de la Audiencia Nacional, y de 28 de enero
de 1986, de Tribunal Supremo, se refieren al cumplimiento o
suspensión de la ejecución de la resolución del Ministerio de
Justicia de 4 de enero de 1984, que había determinado en concreto
esa cuantificación. Los primeros resuelven si la cuantia de la
pensión acordada debía ser la lijada por la Mutualidad o si
DroCedla una cuantificación distinta, rla cuestión se resuelve por
la Audiencia Nacional, en Auto de 3 de septiembre, encomen­
dando al Ministerio de Justicia su determinación concreta; los
segundos versan sobre si, una vez realizada esa determinación,
debe ponerse en práctica inmediatamente, o si debe suspenderse su
ejecución en tanto se resuelva el recurso de apelación mterpuesto.

2. Esta precisión resulta relevante, por cuanto que el fondo de
la reclamación abora presentada por la Mutualidad -esto es, si
debía mantenerse la ejecución por ella realizada, atribuyendo una
pensión de 300 pesetas mensuales al Sr. Areenesui, o si debla fijarse
en la forma en que la Audiencia lo hizo, en su Auto de 1) de
septiembre de 1983 tantas veces citado- quedó definitivamente
resuelto por el Auto del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1985:
y es preciSO convenir con la representación del Sr. Aroenegui en que
este Auto cobró firmeza, no sólo en su vertiente contencios<>­
administrativa, sino tambi~n a efectos de la jurisdicción constitu­
cional, al no ser impugnado ante esta jurisdicción en el plazo que
prev~ el arto 44.2 de la LOTC. En efecto, y como señala la misma
recurrente, sólo el 23 de noviembre SJ¡Uiente (es decir, cuatro
meses más tarde) se acordó, por la Junta General de la Mutualidad,
facultar a la Junta de Gobierno de la misma para impugnar el Auto
del Tribunal Supremo de 16 de julio, lo que se llevó a cabo el 14
de febrero de 1986, habiendo transcurrido muy sobradamente el
plazo previsto por el arto 44.2 de la WTC.

3. Es cierto que, mientras tanto, estaba pendiente ante el
Tribunal Supremo el recurso de apelación frente al Auto de 23 de
enero de 1985 de la Audiencia NacionaL Pero este Auto, pese a lo
que la recurrente afirma, no reproduce el de 13 de seftiembre de
1983, ni viene a otorgar (en términos tomados de escrito de
demanda) al Sr. Aroenegui «derecho a pensión de jubilación de la
Mutualidad que insta el amparo como miembro fundador de la
misma reimplantando que aquélla fuera homolOllada a la de
Médico Foren_ ni versa sobre la cuantificación de la pensión,
terna éste ya resuelto por el Auto de 13 de septiembre de 1983. Lo
que el Auto de 23 de enero de 1985 lleva a cabo es, frente a la
pretensión de inejecución de la hoy recurrente, ordenar el cumpli­
miento de la resolución ministerial de 4 de enero de 1984, que
asimilaba la pensión a recibir por el Sr. Aroenegui a la oorrespon­
diente a Médico Forense. Ha de destacarse, por otro lado, oomo lo
hace el Ministerio Fiscal, que no se ha atacado por ninsuna vfa,
jurisdiccional o administrauva, tal resolución. La hoy recurrente se
limitó, de acuerdo con el Auto de 23 de enero de 1985, a manifestar
que «por haber sido recurrido en _apelación ante el Tribunal
Supremo el mentado Auto de esta Sala de 13 de septiembre de
1983, que ordenaba se lijara la cuantia de la pensión por dicho
Ministerio, consideraba que no se debía proceder al cumplimiento
de la resolución de 4 de enero de 1984, por la que el Ministerio de
Justicia determinaba la cuantia de la pensión reclamada» pero no
impugnó en nin¡ún momento la resolución.

4. En consecuencia, ha de concluirse que, iniciado por el Sr.
Arcenegui incidente de ejecución de Sentencia, y olda la Mutuali­
dad,la Audiencia Nacional dictó Auto de 13 de septiembre de 1983
ordenando al Ministerio de Justicia que lijara la cuantia de la
pensión acordada; que el Ministerio asl lo hizo por resolución de
4 de enero de 1984; que el Tribunal Supremo inadmitipo el recurso
de apelación frente al Auto mencionado y que ni la resolución del
Ministerio, ni el Auto del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1985
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que finalizaba el incidente fueron impupados en ninguna vía,
hasta la formalización del presente recurso, el 14 de lébrm> de
1986. Concumo asl, respecto a los Autos últimamente indicados de
la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo la causa de
inadmisibi1idad recogida en el art. 50.1 al, en relación con el 44.2
de la LOTC, puesto de manifiesto por 1a ~ntación del Sr.
Arccne¡ui, y que en el presente momento prooedimental se
conviene, como repetidamente ha scñaIado este Tribunal. en causa
de desestimación de este aspecto del recurso.

5. La manifiesta extamporaneidad del recurso en este particu­
lar nos eximirla de cualquier consideración sobre la indefensión
que se alega. Pero. aun si se conviniese con la recurrente en que el
Auto de 23 de enero de 1985 «reprodUCClO el de 13 de septiembre
de 1983 (lo que no puede admitine, como se indicó, a partir de su
propia literalidad) de forma que, por as! decirlo, se reabriese el
plazo para traer la cuestión ante este Tribunal, tampoco nodrian
..tim.... sus ar¡umentos. Como seila\a el Ministerio Físcat, la
Mutualidad fue olda Y tuvo oportunidad de intervenir en todas las
fáses del incidente de ejecución, y pudo presentar, Y ~ntó, los
recursos que estimó convenientes. Lo que la Mutualidad viene a
alegar, propiamente, no es sino una -en su opinión- irregularidad
procesa1, consistente en la lijación de la cuantía de la pensión con
ocasión de un incidente de ejecución, y no en la misma Sentencia
que declaraba el derecho a pensión. Pero ello no ha restringido las
posibilidades de defensa de la Mutualidad, que pudo oponerse, y se
opuso, a las pretension.. del Sr. Arccneaui, y que pudo 0.P'?nerse
aunque no lo biza en cuanto al fondo....a la resolución mIDisteriil
si consideraba que no se 'liustaba a uerecho. Por lo que, a los
efectos que aqul interesan, esto es, si hubo o no privación del
derecho de defénsa de la Mutualidad, no es determinante si la
decisión im\lU8Dada se adoptó en uno u otro momento procesa1,
sino si la Mutualidad tuvo posibilidades de deléDder sus derechOS;
lo que, como se ha dicho, ocurrió. Así, pues, no cabe estimar el
recurso en este punto. tanto por la extemporaneidad señalada,
como (en la hipótesis más IlIvorable a la recurrente) por no haberse
producido la indefensión que aduce.

6. Por lo que atañe a la segunda faceta del recurso, ..to es, la
referente al Auto de 23 de enero de 1985 de la Audiencia Naciona1,
y al de 16 de enero de 1986 del Tribunal Supremo, si se tiene en
cuenta el objeto sobre el que versaban, es decir, si debía ejecutarse
o no la mencionada resolución del Ministerio de Justicia, en tanto
se resolvia el recurso de apelación pendiente frente al Auto que
encomendaba al Ministerio la fijación de la pensión, no cabe
apreciar que hayan podido produCU" la indefensión que se alega. Al
i(uaI que en el Incidente previo de ejecución, la Mutualidad pudo

Sala Segunda. Recurso iU am¡JfJro números 242 y
247/1986. Seruencia número 122/1986, iU14 iUjuIio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta, y don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, con Jesus Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha proounciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguieote

SENTENCIA

En los recursos de amparo núms. 242 y 247/86, interpuestos por
don Felipe SoUs Pérez y don Ricardo Cruz TuMn, representados
por el Procurador don Rafael 0rIiz de Solórzano y Arbex, bajo la
dirección de los Letrados don Daniel A1varez Pastor y don
Salvador Ort. Sánchez-Diezma, contra la Sentencia de la
Audiencia N8C10na1, Sección Primera de lo Penal, de 12 de marzo
de 1984, y la dietada por la Sala ~nda del Tribunal Supremo, de
21 de febrm> de 1986, que confinltó la anterior. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal y haJillo Ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Los dias 4 Y 6 de marzo de 1986, tuvieron entrada en el
Registro General de este Tribunal dos escritos presentados por el
Procurador don Rafael 0rIiz de Solórzano y Amex, interpomendo
sendos recursos de amparo, el primero, en nombre y representación
de doo Felipe Solis Pérez, y el segunda, en nombre y representación
de don Ricardo Cruz TuMo, contra la Sentencia dietada por la
Audiencia Naciona1, de 12 de marzo de 1984 (Sumario 4/82 del
JUZJ1ldo Ceotral núm. 3), por la que se habia condenado a los
recurrentes, como autores de un delito monetario, a las penas de
tres años de prisión menor y multa de setencien!Os mittones de

electuar las al.cion.. que estimó pertinentes, y la Audiencia
procedió a aplicar las previsiones del art. 105 de la L. J.,
exponiendo que <da ejecución de los flIltos de los Tribunales sólo
podrá suspenderse P.!Jr la Autoridad y por las causas que en dicho
precepto se especifican, ninguna de la cual.. inCIde en este
procedimiento de ejecució.... La decisión adoptada por la Audien­
cia parte de que el Auto de 13 de septiembre fue apelado en un sólo
eIécto, ~r lo que el recurso de apelación que pende sobre el mismo
no imp'J.(I~ su cumplimiento, y no aparecen indicios de que, ni del
~to seguido, ni en la resolución dietada se baya seguido
mdefensión a la Mutualidad. Esta apeló dicha decisión, y en su
recurso, de lo que resulta de las actuaciones, invocó el derecho
reconocido en el art. 24 de la C.E. a la tutela efectiva de los Jueces
y Tribunales, sin que pueda producirse indefensión. La Sala Quinta
del Tribunal Supremo, por Auto de 28 de enero de 1986 acordó
declarar indebidamente admitida la apelación, por considerar que
la Sentencia de que dimanaba el Auto de 23 de enero de 1985
versaba sobre una cuestión de personal, no siendo susceptible de
apelación, de acuerdo con el art. 94.1 a) de la L.J.C.A.; y, como
consecuencia, tampoco lo era el Auto apelado, que se referia a una
de las incidencias de ejecución de la Sentencia citada, con aneg!o
al art. 93.1 de la miSMa disposición. Tampoco aqul hay indicios de
Q,ue se haya producido indefensión alguna, habi~ndose pronun­
ciado el Tribunal tras la preceptiva intervención de las partes
afectadas y en aplicación fundada de la normativa que estimó
pert!nente. Pues, como este Tribunal ha señalado repetidamente,la
inadmisión a trámite de un recurso, cuando está fundada en una
causa legal, no contradice el derecho a la defensa, ni tiene por qué
suponer indefensión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD OUE ]..E CONFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidido:
Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la Mutualidad

Benéfica de Auxiliares de la Administración de Justicia.

PubUquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a trece de julio de mil novecientos ochenta y
siete.-Gloria Segué Cantón.-Angel Latorre Seaura.-Femando Gar­
da-Mon y González-Regueral.-Carlos de la \'ega Be:J~-1esus
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Fírmados y rubri s.

pesetaS¡ con arresto sustitutorio en caso de impago de seis meses,
accesorias y pago de la sexta parte de las costas, y contra la
Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 21 de
febrero de 1986, que declaró no haber lugar al recurso de casación
por quebrantamiento de fonna e infracción de Ley interpuestos
contra la citada Sentencia de instancia.

2. Las demandas se fundamentan, en sintesis, en los siguientes
hechos:

A) En el sumario núm. 4/82 del JUZJ1ldo Central núm. 3 se
dictó, el 10 de diciembre de 1982, Auto de orocesamiento v orisión.
contra los recurrentes, por estim.&r que exístian indicios racionaleS
de comisión de un delito monetario y otro conexo de fatsedad. La
resolución fue recurrida en reforma y apelación, denunciándose su
inconstitucionalidad por ser consecuencia de la aplicación de los
arts. 6 y 7 de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, que carecía del
rango de orgánica a pesar de afectar a derechos fundamentales
reconocidos en los arts. 25.1 y 17.1 de la Constitución. Después de
desestimados dichos recursos se acudió al amparo de este Tribunal
que tramitó el proceso núm. 135/83 y recayó Sentencia desestima­
toria 32/1984, de 8 de marzo.

S) En la indicada causa penal la Sección Primera de la
correspondiente Sala de la Audiencia Nacional dictó el 12 de marzo
de 1984. Sentencia que, apreciando en la conducta de los recurren­
tes un delito monetario de obtención en el extranjero de créditos
bancarioS¡. ascendentes a mil doscientos cincuenta millones de
pesetas, Sln autorización lepl y con la concurrencia de la circuns­
tancia reductora en un arado la responsabidad criminal del arto
7.2.4 de la relérida Ley 40/1979, les impuso a cada uno la pena de
tres años de prisión menor y multa de setencientos millones de
pesetas, con arresto sustitutorio, en caso de imPlfo, de seis meses,
a las accesorias de sU!JlC~sión de todo cargo publico, profesión,
oficio y derecho de sutragio y pago de la sexta parte de las costas
procesales.

C) Contra la relérida Sentencia se interpuso recurso de casa­
ción, aleJl1Ddo también la inconstituciona1idad de los precepto,
aplicados, que fue desestimado por la Sala Segunda del Tribuno
Supremo, en la que dictó con recha 21 de febrm> de 1986.


